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NOTA PRELIMINAR

Este trabajo es uno de los resultados del Proyecto de In-
vestigación «La armonización del proceso civil en la Unión 
Europea» (DER2015-64756-P), financiado por el MINECO, 
integrado a su vez en la Red Temática «Justicia Civil: análisis y 
prospectivas» (DER2016-81752-REDT).

Su origen se halla en la conferencia que pronuncié en el 
marco del concurso para el acceso a una plaza de catedrático de 
Derecho procesal en la Universidad Complutense de Madrid 
el 29 de septiembre de 2016, ante un tribunal presidido por el 
profesor Andrés de la Oliva Santos e integrado, además, por la 
profesora Isabel Tapia Fernández, la profesora Teresa Armenta 
Deu, el profesor Ignacio Díez-Picazo Giménez y el profesor 
Jaime Vegas Torres. A todos ellos les debo mucho, porque con 
todos ellos he tenido la suerte de trabajar y de todos ellos he 
disfrutado del privilegio de poder aprender: siempre han sido 
para mí modelos ejemplares —o ejemplos modélicos, si se pre-
fiere— de lo que debe ser un auténtico profesor universitario y 
un académico comprometido con la mejora de la ciencia jurí-
dica, de la legislación procesal y de la tutela de los derechos de 
los justiciables. 



CAPÍTULO I

La reguLación deL proceso civiL 
es cosa de dos

1. El progresivo incremento del ámbito de competencias 
de la Unión Europea ha determinado que en los últimos años 
se haya intensificado de forma exponencial la interrelación 
entre los legisladores nacionales y el legislador europeo. Se 
trata de un fenómeno al que, en numerosas áreas del Dere-
cho, los Estados miembros ya se habían acomodado, pero que 
puede seguir generando dificultades en el ámbito del Dere-
cho procesal y, más singularmente, en el del Derecho pro-
cesal civil, donde aún no se ha llegado a una situación en la 
que pueda decirse que están claros los límites y que se han 
asentado ya unas «buenas prácticas» en ambas instancias de 
producción normativa.

En efecto, todavía no parece estar cerrado el ciclo de ela-
boración de normas procesales civiles europeas, posiblemente 
porque no está del todo claro cuáles son los elementos del 
proceso civil que se pueden regular de algún modo desde la 
Unión Europea, ni con qué nivel de intensidad  1. Por eso, hace 

1 Cfr., en este sentido, R. mańko, «Europeanisation of civil procedure. To-
wards common minimum standards?», European Parliamentary Research Service, 
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ya tiempo que la tradicional «autonomía procesal de los Es-
tados miembros» ha dejado de ser una realidad sólida y de 
contenido razonablemente preciso, para convertirse en algo 
que se define más bien en sentido negativo, como aquello no 
cubierto por los principios de equivalencia y efectividad  2. Y 
esto, a su vez, arroja una fuerte presión sobre los legisladores 
nacionales, supuestamente forzados a innovar y a reformar 
sus ordenamientos por exigencias europeas, sin aparente res-
ponsabilidad por su parte en el resultado final; o que pueden 
ver limitada su voluntad de mantener instituciones procesales 
o de innovarlas en un determinado sentido debido al conte-
nido de la legislación europea. Además, tampoco son infre-
cuentes los reproches que, desde instancias europeas, tanto 
gubernativas (léase, la Comisión) como judiciales (el Tribunal 
de justicia) reciben los Estados miembros por no haber incor-
porado en plazo o de forma adecuada los mandatos normati-
vos procedentes de la Unión  3.

In-Depth Analysis, PE 559.499 (junio de 2015); M. TuLibacka, M. sanz y R. 
bLomeyer, «Common minimum standards of civil procedure», European Parlia-
mentary Research Service, Study, European Added Value. Assessment, Annex I, 
PE 581.385 (junio de 2016); B. Hess, «Harmonized Rules and Minimum Stan-
dards in the European Law of Civil Procedure», European Parliamentary Research 
Service, In-Depth Analysis, PE 556.971 (junio de 2016, http://www.europarl.eu-
ropa.eu/RegData/etudes/IDAN/2016/556971/IPOL_IDA(2016)556971_EN.pdf).

2 Para un excelente análisis del progresivo desvanecimiento del principio de 
la autonomía procesal de los Estados miembros, cfr. M. serrano masip, «Efectos 
de la jurisprudencia del Tribunal de justicia de la Unión Europea sobre el proceso 
civil interno», Revista de Estudios Europeos, núm. 68, julio-diciembre de 2016, 
pp. 5-32, pp. 6-10.

3 Puede verse, en este sentido, la serie de informes anuales elaborados por 
la Comisión bajo el título Control de la aplicación del Derecho de la Unión Eu-
ropea [vid. Documento COM(2016) 463 final para el informe presentado en 2016 
respecto del año 2015]. Una buena muestra del temor de los Estados a estos re-
proches es la Exposición de Motivos del Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo, 
por el que se transponen directivas de la Unión Europea en los ámbitos financiero, 
mercantil y sanitario, y sobre el desplazamiento de trabajadores, y cuyas primeras 
frases son estas:

La transposición en plazo de directivas de la Unión Europea constituye 
en la actualidad uno de los objetivos prioritarios establecidos por el Consejo 
Europeo. La Comisión Europea somete informes periódicos al Consejo de 
Competitividad, a los que se les da un alto valor político en cuanto que sirven 
para medir la eficacia y la credibilidad de los Estados miembros en la puesta 
en práctica del mercado interior. El cumplimiento de este objetivo resulta hoy 
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2. El punto de partida para un análisis reposado de esta 
situación es la constatación de que la regulación del proce-
so civil, igual que la del proceso penal, es una competencia 
compartida entre la Unión Europea y los Estados miembros 
[art. 4.2.j) TFUE], aunque el reparto se ha establecido de for-
ma asimétrica, debido a la primacía del Derecho de la Unión, 
pero también a la subsidiariedad de su acción normativa en 
los espacios comunes  4. Este carácter compartido y asimétrico 
conduce a una falta de determinación clara de dónde está la 
fuente de producción normativa en materia procesal civil y, en 
consonancia con ello, de varios elementos de gran relevancia: 
qué se regula (rectius, qué facetas del proceso civil) y cómo 
se regula (pues las líneas de política legislativa pueden ser dis-
tintas en la Unión Europea y a nivel nacional); cuáles son los 
tiempos para las innovaciones y las reformas; y, sobre todo, 
quién toma todas las decisiones, lo cual, a su vez, entronca 
con la cuestión medular —y recurrente— de la legitimación 

aún más prioritario habida cuenta del escenario diseñado por el Tratado de 
Lisboa por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea, para los incumplimientos de transpo-
sición en plazo, para los que la Comisión puede pedir al Tribunal de justicia 
de la Unión Europea la imposición de importantes sanciones económicas 
de manera acelerada (art. 260.3 del Tratado de funcionamiento de la Unión 
Europea —TFUE—).

En relación más directa con lo que ahora nos interesa, puede leerse en el úl-
timo párrafo de su apartado III (relativo a la trasposición de la directiva de daños 
en materia de Derecho de la competencia) lo siguiente:

El transcurso del plazo de incorporación al ordenamiento jurídico espa-
ñol de la Directiva 2014/104/UE, que finalizó el 27 de diciembre de 2016, 
justifica la utilización del Real Decreto-ley como instrumento de transposi-
ción, al concurrir la circunstancia de extraordinaria y urgente necesidad que 
exige el artículo 86 de la Constitución. En efecto, resulta acuciante efectuar 
la necesaria adaptación de nuestro Derecho y poner fin al retraso en el cum-
plimiento de esta obligación, considerando las consecuencias negativas que 
dicho retraso comporta tanto para los ciudadanos, en cuyo beneficio procede 
garantizar la efectividad de las acciones para el resarcimiento por los daños 
y perjuicios derivados de infracciones del Derecho de la competencia, como 
para el Estado, debido el riesgo de ser sancionado por las instituciones de la 
Unión Europea mediante un procedimiento de infracción que ha sido inicia-
do de oficio por la Comisión Europea en enero de 2017.
4 Cfr. R. aLonso García, Sistema Jurídico de la Unión Europea, 4.ª ed., 

Cizur Menor, Civitas, 2014, pp. 104 y ss.
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democrática del Derecho emanado de la Unión Europea. Solo 
cuando estos factores estén claros resultará posible alcanzar la 
estabilidad y el equilibrio necesarios para que cada instancia 
desarrolle su potestad normativa sin entorpecer la ajena, al 
modo en que se hace en los sistemas federales o federalizan-
tes consolidados. Para tratar de determinar cómo de lejos esta-
mos de ese punto de tranquilitas normativa parece pertinente 
analizar, de un lado, cómo es percibida por la Unión Europea 
su competencia legislativa en materia procesal civil; y, por 
otro, cómo repercute en el legislador procesal nacional —el 
español, en lo que ahora importa— esa «cohabitación» con el 
legislador europeo.




